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distintos- a tal subsunción, en forma comprensible, tanto en el
extracto del motivo como en el contenido argumental del mismo.

5. Por lo que se refiere al quinto motivo de casación, se
ampara en el an. 849.2 de la L.E.Cr., y en él se snstiene que la
Audiencia ha incurrido en error de hecho en la apreciación de las
pruebas, resultante de ciertos particulares de documentos auténti­
cos, que demuestran la equivocación evidente del juzgador. Los
recurrentes enumeran como tales documentos la declaración del
afectado por las lesiones, que consta en el sumario; diversos panes
médicos; certificación de la Guardia Urbana y declaraciones de
testigos, todas ellas obrantes asimismo en los Autos.

En el Auto que ahora se impugna, el· Tribunal Supremo
manifiesta que, de confomiidad con la doctrina jurisprudencia!
constante de la Sala, ni las declaraciones de los procesados, ni las
'de .los testigos, ni los panes facultativos, ni los informes o
dictámenes periciales' médicos ni lo informes de Juncionarios.o de
autoridades, tienen el rango de documento auténtico a'efectos del
núm. 849 de la L. E. Cr., por lo que, a tenor de 10 dispuesto en el
núm. 6.0 del ano 884 de la misma. procede la inadmisión del
motivo. - -- , - ,

Este Tribunal ya ha señalado (así, Sentencia de 16 de junio de
1986, en el recurso de amparo núm. 693(1985) que, de acuerdo con
los objetivos que persigue el recurso de casación, el legisladorpuede
limitar su interposición ,y rodearlo de requisitos y pre.supuestos
especiales, de forma que el órpnoencargado de resolver tal recurso
-el Tribunal Supremo- limIte sus tareas a los fines legalmente
previstos. Así, en los supuestos en que se permite a la pane alegar
como motivo de casación el error en la apreciación de la prueba,
el legislador puede restringir, dentro de los límites que resultan de
la finalidad de la casación, esa posibilidad, y tal era el caso antes
de la Ley 6/1985, de 27 de maI'ZO, ya que el arto 849.2 de la L.E.Cr.
(aplicable a la tramitación del caso que tratamos, en virtud de la
disposición transitoria de la Ley· 6/1985) añadía una nota califica..
tiva, la exigencia de documento auténtico, que suponía otorgar
fuerza probatoria únicamente a ciertos y determinados documen~
tos. Como ya se señaló por este Tribunal en la Sentencia arriba
mencionada, la intrínseca razón justificativa de esa' exigencia
radicaba en la eficacia probatoria del documento en sí, y en su
fuerza para demostrar, con el hecho que acreditaba, el error judicial
en la apreciación de ese hecho. Es esa fuerza probatoria la que
define la autenticidad, y es esa intrínseca cualidad Jii. que compete
determinar al órgano de casación, conforme a la función que le
asigna el texto constitucional en sus ans. 117.3 Y 123, sin que pueda
este Tribunal sustituirle en esta tarea que específicamente se le
encomienda.

19911 Sala Primera. Recurso de "amparo núm. 601/1985.
"Sentencia núm. 103/1986; de 16 de julio"

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio
Llorente, don Luis Díez-Ffcazo y Ponce de León, don Antonlo
Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodriguez
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo nÚID. -601/1985, planteado por el
Procurador don Victor Requejo Calvo, en nombre de Centro
Asturiano de Madrid, asistido por el Letrado don Vital Az~
Jiménez, contra Auto: dictado por la Sala Primera del Tribunal
Supremo que inadmite recurso de casación interpuesto contra
Sentencia de la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Madrid.

Han sido parte en el recurso de amparo el Ministerio Fiscal y
doña María de la Piedad, doña María de los Desamparados, doña
Carmen, don.jldefonso y doña María Josefa Arróspide Zubiaurre,
y .ha sido Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez Piñero y
Bravo-Ferrer, quien expresa e,1 parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito que quedó registrado en este Tribunal el
27 de junio de 1985,-don Victor Requejo Calvo, Procurador de los
Tribunales, en nombre del «Centro Asturiano de Madrid», inter­
puso recurso de amparo contra. el Auto de la Sala Primera del
Tribunal Supremo, de fecha 3D de abril de 1985, por el que se
declara no haber lugar a la admisión del.recurso de casación
interpuesto por la parte hoy recurrente, contra la Sentencia de la

" BOE núm. 175. Suplemento

6. La interpretación, pues, de acuerdo con los preceptos
entonces vigentes, de la naturaleza auténtica de los documentos.
señalados en el recurso de casación, y la apreciación, a tal efecto,
de su fuerza probatoria correspondía, en el.caso que. tratamos, a la
Sala del Tribunal Supremo, que no estimó la presencia de esa
característica de autenticidad y, en consecuenéia~ inadmitió el
motivo quinto de la casación interpuesta. No cabe, por lo dicho
anteriormente, apreciar que ello constituya falta de tutela judicial,
al haber decidido el Tribunal razonadamente con arreglo a Dere­
cho, a la vista de las alegaciones formuladas Por la parte, sin Que
ésta se haya visto privada de garantía procesal alguna.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTlTU·
CION"DE LA NACION ESPANOLA

Ha'decidido:

Estimar parcialmente el recurso de amparo presentado, y en
consecuencia: . -

l. Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo de 21 de mayo de 1985, en·-el recurso de
casación núm. 1.326, de 1984, en cuanto inadmite el cuarto motivo
de dicho recurso.

2. Retrotraer las actuaciones al momento jnmediatamente
anterior a dictar dicho Auto.

3. Reconocer el derecho de los demandantes de amparo a que
no se inadmitael motivo cuarto de su recurso· por las razones
contenidas en el· considerando, segundo del Auto mencionado,
quedando restablecidos en su derecho mediante nuevo Auto, 'que
deberá dictar la Sala.

4. Desestimar el recurs6 en todo lo demás.

Publíquese la presente Sentencia en el (<Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a dieciséis de julio de mil ,novecientos ochenta
y seis.-Gloria Begué Cant6n.-Angel Latorre Segura.-Femartdo
García-Mon y González~Reguera1.-Carlos de la Vega Bena­
yas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubrica­
dos.

Sala Primera de 10 Civil de laAudiencia Territorial de Madrid, de
4 de junio de 1984.

Se fundaba la demanda de amparo en las consideraciones de
hecho que a continuación se resumen: a) El recurrente apeló la
Sentencia dictada por el Juzgado de Primera-Instancia núm. 16 de
Madrid, en juicio de desahucio, promovido por los. señores
Arróspide Zubiaurre, siendo desestimada la apelación por Senten·
cia de la Sala Primera de la Audiencia Territorial de Madrid, de 4
de junio de 1984. b) El 22 de junio siguiente, la representación del
apelante soijcitó se tuviera por preparado recurso de casación
contra esta última Sentencia, acordando la propia Sala entregar la
certificación interesada para interponer el recurso de casaCión por
infracción de Ley, por providencia de '11 de septiembre del mismo
año. c) Tras el correspondiente emplazamiento, se formalizó el
recurso de casación el 16 de enero de 1985, resolviendo seguida­
mente la Sala Primera del Tribunal Supremo traer los Autos a la
vista sobre admisión, que se celebró el 18 de abril de 1985, d) El
siguiente día 30 de abril, la Sala dictó Auto por el Que se declara
no haber ll:lgar a la admisión del recurso de casación interpuesto,
de conformidad con-lo dispuesto en el arto 1.720 y concordantes de
la Ley de Enjuiciamiento Civil derogada por la Ley 34/1984, de 6
de agosto, por entender que la formalización del recurso debió
haberse hecho no al amparo de los preceptos de e.sta última Ley,
como hizo el recurrente, sino conforme a los de la por ella
derogada, a tenor de lo ordenado en la· disposición transitoria
primera de aquella nueva normativa, según la cual, las actuaciones
promovidas antes de su entrada· en vigor, el 1 de septiembre de
1984, debían continuar sustanciándose por las normas vigentes al
tiempo de su iniciación.

Considera el demandante de amparo Que la resolución judicial
que impugna infringe lo dispuesto en el arto 24.1 de la Conslltución,
ya que con ella se impide llegar a una decisión de fondo en el
recurso de casación interpuesto, en base a una causa formal
jurídiéamente inexistente, lo que conduce a una denegación de
tutela judicial efectiva. En efecto, la dispoSición transitoria segunda
de la Ley 34/1984, establece que «los recursos que se interpongan
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se sustanciarán de' conformidad con las modificaciones introduci­
das por dicha Le)'», .norma que, interpretada según el sentido
propio de sus palabras, como ordena el ano 3.° del Código Civil,
significa que el legislador ha pretendido. al utilizar el término
técnico de «interposición», referir a este trámite ornamento
procesal. con independencia del de «anuncio» o «preparación» del
recurso, la aplicabilj¡jad de la nueva Ley. Pero si aún hubiera
podido existir alguna duda al respecto, ésta se desvanece si se tiene

'en cuenta el ano 6.0 .del Real Decretó de 3 de febrero de 1881. que
promulga la Ley de Enjuiciamiento Civil, según el que los recursos
de casación interpuestos después' de la entrada en vigor de la
misma, se ajustarán a los trámites de la nueva Ley, «aun cuando
se hayan preparado con anterioridad». Posteriormente. la disposi·
ción transitoria única de la Ley 6/1985. de 27 de marzo. de
modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal abunda en el
mismo criterio,.al eXIgir que se tramiten conforme a la nueva
normativa que introduce los recursos que se formalicen a partir de
su entrada en" vigor. En último extremo. debería haberse' tenido en
cuenta también la disposición transitoria cuarta del ~ódigo Civil,
que establece un criterio etléctico y amplio de libertad de elección
de la norma aplicable por el recurrente, cuando el ejercicio de la
acción se hallara pendiente de procedimientos empezados bajo la
legislación anterior, Pero es que, aunque se quisiera rendir tributo
a los requisitos formales que presidían la casación en la Ley
derogada, un simple examen del escrito de interposición presentado
por el recurrente hubiera servido ~ara apreciar que se cumplen las
normas de orden y sistematizaCIón habituales en este recurso,
máxime cuando en el primer motivo se invoca- el núm. 4.° del arto
1. 692 de la Ley de Enjuiciamiento Civi~ según la Ley 34/1984,
haciéndose también mención del apartado correlativo de aquél en
la antigua redacción del arto 1.692. que era el apartado séptimo. Por
eso, el fundamento del Auto impugnado viene a imponer un
formalismo enervante del proceso. paradójicamente contrario al
espíritu más liberalizador y flexible de las nuevas normas regulado.
ras del recurso'de casación, y que margina la áplicación del arto 24.1
de la Constitución. que exige una interpretación del ordenamiento
en el sentido más favorable para la efectividad del derecho
fundamental que proclama para ~arantizar este derecho. los Jueces
y Tribunales han de prescindir de aplicar unos formalismos
excesivos. sin que la seglJridad jurídica se vea menoscabada p'or el
hecho de que en ausencia de .algún requisito formal se dé la
posibilidad de subsanarlo, por lo que. de prevalecer el rigorismo
sobre la aplicación de derecho fundamental, es claro que se produce
violación de los principios éonsagrados en los arts. 14 y. 24.1 de la
Constitución. . . .

En virtud de todo ló cual, solicitaba el recurrente de este
Tribunal que declare la nulidad del Auto de 30 de abril de 1985,

, mencionado y reconozca su derecho a que el recurso de casación a
que tal Auto se refiere no sea indamitido como consecuencia del
formalismo legal de estimar inaplicable un procedimiento que sí lo
era.. Asimismo, solicitaba que se acordase la suspensión de la
ejecución del citado Auto, dejando sin efecto la remisión de- las
actuaciones al Juzgado de Primera Instancia. ya que. en caso
contrario, podóa producirse el desalojo irreversible de la parte
actora, con merma del principio de seguridad jurídiea.

Segundo.-Por providencia de 9 de octubre de 1985. la Sección
Cuarta admitió a trámite el recurso de amparo, interesando de la
Sala· Primera del Tribunal Supremo la remisión de las actuaciones
y el emplazamiento de los que fueron pane en el expresado recurso
de casación, en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 de la Ley
Orgánica de éste Tribunal. Asimismo, acordó formar pieza sepa­
rada para la sustanciación del incidente de suspensión de la
ejecución de la resolución recurrida. Posteriormente concedió a las
panes y al Ministerio Fiscal el plazo que establece el arto 52 de la
me!1cionada Ley Orgánica para que formulasen sus alegaciones.

Tercero.-EI Minist~rio Fiscal solicitó la desestimación de la
demanda de amparo en base alas sisuientes argumentos: a) La
invocación del arto 14 de la ConstitucIón que el recurrente hace es
meramente retórica y sin contenido, pues carece de toda fundamen·
tación expresa. b) Por lo que se refiere a la pretendida violación
del derecho a la tutela judicial efectiva, ha de tenerse en cuenta ante
todo que el "recurso de casación surge a la vida procesal desde que
se manifiesta la voluntad de recurrir ante el órgano judicial a cua,
mediante la llamada «preparación» del recurso, que es un auténtico
acto de inieación procesal, de manera que el recurso es desde ese
momento un proceso con plena sustantIvidad e independiente del
proceso para cuya revisión nace, por lo que, desde e'ntonces, la·
regulación del recurso de casación es unitaria. sin que quepa la
posibilidad de escindirse en cuanto a la normativa aprlicable.
e) La Ley 34/1984. de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil
ha introducido modificaciones en el recurso de casación y por ello
se ha establecido en sus disposiciones transitorias, como principio
fundamental, que la nueva· normativa no se· aplique a aquellos
procesos a actuaciones procesales que tenían vida en el momento
de su entrada en vigor, como se desprende de la primera'de tales
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disposiciones. sin que este principio quede desvirtuado por lo que
establece la disposición segunda, ya que ésta sólo permite aplicar la
nuevá normativa a los procesos impugnativos posteriores a su
entrada en vigor, «terminada la instancia en que se halleID), es
decir, una vez dictada la resolución que pone fin al proceso
principal y al «interponer» los correspondientes recursos, expresión'
ésta que. referida a la multiplicídad de procesos impugnativos
existentes, no puede referirse sino al momento inicial en que se·
manifiesta la voluntad de recurrir, que, en el recurso de casación,
es el de la llamada «preparación». d) El derecho a la tutela
judicial efecova reconocido en el 3rt. 24 de la Constitución se
satisface mediante una resoluciórt fundada en derecho, que puede
ser de inadmisión siempre que concurra una causa legal para ello,
dado que aquél derecho fundamental no conlleva e1 derecho al
recurso. -salvo en materia 'penal. sino cuando. ha sido establecido
por la Ley y de acuerdo con los requisitos que ésta impone. Ello nos
lleva al problema de cuál era la Ley apli~able al ca~o ~oncreto,
elección de normas que corresponde al Tnbunal ordInano y que
debe ser razonada y no arbitraria. Pero. conforme a los razona·
mientas anteriores, es claro Que la elección de la norma procesal
aplicable realizada por el Tribunal Supremo en el Auto im~ugnado

es razonada, fundada en derecho y no arbitraria~ ElegIda esta
norma sin violación constitucional, la denegación del recurso se
basa en una causa legal y, por tanto, satisface el contenido del arto
24 de la Constitución.

Cuano.-Por su parte, los señores.Arréspide Zubiaurre, comoa·
recidos bajo la representación del Procurador don Cesáreo Hidalgo
Senén. solicitaron igualmente la denegación de la demanda de
amparo, en atención a las consideraciones si~uientes: a) La Sala
Primera del Tribunal Supremo procedió a aplicar correctamente la
disposición traIísitoria·primera de la Ley de Reforma de la Ley d~

Enjuiciamiento Civil. de 6 de agosto de 1984, conforme a la cual
la nueva normativa no podía aplicarse a un recurso ya iniciado
antes de su entrada en vigor, cnterio este mantenido por el Alto
Tribunal en 'numerosos Autos. b) Carece de toda relevancia, por

•tanto, la invocación como vulnerado del 3rt. 14 de la Constitución.
vulneración que el recurrente no concreta en ningún momen~o.
c) Tampoco se ha infringido el derecho de aquél a la tutela
judicial efectiva, que no supone sino que los recurrentes sean·oídos
y obtengan una· decisión fundada en derecho. ya sea favorable o
adversa, todo lo cual ha tenido lugar en el presente caso, sin que
sea suficiente para anicular el recurso de amparo que el deman­
dante disienta del juicio del Tribunal Supremo.· d) Ni se puede
alegar indefensión cuando fue el propio recurrente el que hizo
dejación de sus medios procesales de defensa. al apoyar equivoca·
damente su recurso de casación en una normativa no aplicable,
pues si hubiese invocado los motivos de casación regulados en el
ano 1.692 de la Ley Procesal, anterior a su reforma, el recurso
habría sido admitido a trámite, sin que correspondiese a la Sala
subsanar los errores del recurso, porque, de haber procedido así, se
hubiese producido un acto no ajustado a derecho. ,e) De lo
expuesto se deduce que et recurso de amparo es improcedente,
dado que, conforme al ano 44 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, se requiere para interponerlo no sólo que se haya
producidQ. una lesión de' los derechQs y libertades del recurrente,
sino que ésta sea debida a un acto u omisión del órgano judicial que
dictó la resolución impugnada, lo que no puede imputarse al
Tribunal Supremo, que acordó lo legalmente procedente. f) A ello
se añade que el «Centro Asturiano de Madrid» carece de interés en
el recurso de amparo, por haber adquirido un nuevo inmueble
destinado a acoger sus actividades sociales y que ha actuado con
temeridad al resistirse a cumplir los fallos del Juzgado y de la
Audiencia, por lo que, de acuerdo con lo dispuesto en el ano 95, 2.
° y 3.° de la Ley" Orgánica del Tribunal Constitucional, solicitaban
los codema.ndadbs que se impongan al recurrente las costas. del .
proceso de amparo y una sanción pecuniaria.

Quinto.-El recurrente reiteró sustancialmente los fundamentos
jurídicos de la demanda en el trámite de alegaciones. insistiendo de
nuevo en la necesaria interpretacion literal del término «se inter·
pongan» contenido en la disposición transitoria se~unda de la Ley
34/1984 y en la exigencia constitucional de eVItar los excesos
formalistas en la interpretación de los requisitos procesales..

Sexto.-Formada pieza separada de suspensión. la parte recu·
rrente formuló las razones existentes en favor de la suspensión de
la ejecución de la Sentencia de desahucio, el Ministerio Fiscal
estimó que la misma podría aceptarse, siempre que hubiese un
suficiente afianzamiento, y la representación de la propiedad, parte
recurrida. se opuso a la suspensión. La Sala, estimando que el
objeto del recurso se refiere sólo a la admisión del recurso de
casación, desechó la petición de suspensión de la ejecución de
aquella Sentencia por Auto de 15 de enero de 1986.

Séptimo.-Por providencia de 16 de abril de 1986, la Sección
acordó dejar el recurso 'pendiente de señalamiento hasta que el
Pleno de este Tribunal resolviese el recurso de amparo núm.
121/1985, d~ contenido análogo al pre~ente. Una vez resuelto

•
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aquél, por Sentencia de 20 de junio de 1986, se señaló para
deliberación y votación del recurso formulado por el «Centro
Asturiano de Madrid», el día 9 de julio siguiente.

Il. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-El presente recurso se dirige contra el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo que inadmite el recurso de casación
inlerpuesto por la re.currente contra la Sentencia de la Sala Primera
de 10 Civil de la Audiencia Territorial de Madrid. Dicho recurso fue
formulado de acuerdo a la Ley de Enjuiciamiento Civil reformada
por la Ley 34/1984, -de 6 de agosto, siendo así que su preparación
se formuló ante dicha Audiencia, antes, de entrar en vigor dicha
reforma y de acuerdo con la Ley de Enjuiciamiento Civil sin
reformar. La causa de la inadmisión es haber entendido el Tribunal
Supremo que el recurso debería haberse fonnalizado en su inte~­

dad por el régimen jurídico de la Ley de Enjuiciamiento CIvil
anterior a la Citada reforma. Imputa la recurrente a esta decisión del
Tribunal Supremo la violación del principio de igualdad, procla­
mado en el arto 14 de la Constitución y la violación de su derecho
a la tutela judicial efectiva reconocido en el arto 24.1 del propio
texto constltucional. .

La referenda al arto 14 aparece, sin embargo, sólo en el escrito
inicial y no se acompaña de ninguna consideración con justifica­
ción adicional en el propio escrito, que se limita a citar el precepto
constitucional, no siendo reiterado. además en su posterior escrito
de alegaciones. Por ello ha de entenderse que se trata de una
referencia meramente formularia, sin que sea necesario entrar con
detalle en el análisis de una presunta violación del. principio de
i~ualdad, ya que no se ha indicado en que ha consistido y cuál ha
SIdo la vulneración del· principio de igualdad, y no basta la simple
invocación de una supuesta infracción de tal principio, sino que es
preciso concretar si quedó vulnerado y cómo se produjo esa
vulneración que se cita como base del recurso. Ni se ofrece término
de comparacIón" ni esta decisión del Tribunal Supremo es una
decisión única y aislada, ya que" es notorio que han sido numerOsas'
las decisiones del Tribunal Supremo en el mismo sentido habiendo
planteado diversos recursos de amparo ante este Tribunal, 'impug·
nándose esta int~rpretación jurisprudencial, la cual ha sido aplicada
de modo general en supuestos similares. Por ello DO procede entrar
más detenidamente ,en el tema de la violación del principio de
i~ualdad del art. 14, ya que este principio en ningún momento ha
SIdo vulnerado.

Segundo.-Imputa el recurrente al Auto de la Sala Primera del
Tribunal Supremo la violación de su derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 24.1 de la Constitución. Tanto en su
escrito de demanda como en su posterior escrito de alegaciones, el
recurrente sostiene que, por haber formalizado el recurso en enero
de 1985, la legislación aplicable debia ser la de la Ley de
Enjuiciamiento Civil reformada por la Ley 34/1984, de 6 de agosto
y, no como entiende el Tribunal Supremo el texto originario de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, derogada por la Ley 34/1984, de 6 de
agosto, y utiliza una serie de argumentos hermeneuticospara
demostrar la corrección de la interpretación sostenida por el, frente
a la mantenida por el Tribunal Supremo. .

Esta línea de razonamiento parece ignorar el objeto del recurso
de amparo y el papel que corresponde a este Tribunal. También se
satisface el derecho a la tutela judicial ~fectiva al obtenerse una
resolución de inadmisión fundada en derecho, siempre que concu~

rra causa legal para ello y así lo acuerde el órgano judicial
competente, en aplicación razonada de la misma. El Tribunal
Supremo, sin infringir el derecho fundamental reconocido en el arto
24.1 de la Constitución, puede declarar la inadmisión del recurso,
siempre que fundamente esa declaración, de manera razonada y
razonable, por la concurrencia de una causa de inadmisibilidad
legalmente existente; basta que concurra este requisito para que
haya de estimarse puntualmente satisfecho. el derecho de los
recurrentes a la tutela judicial efectiva. Corresponde en principio al
propio Tribunal Supremo el examinar la existencia de una causa de
inadmisibilidad, y desde lue$ode intell'retar las normas procesales
relativas al recurso de ca.sacIón, incluidas, en este caso, el alcance
y sentido de las disposiciones transitorias de la Ley 34/1984.
Entender el Tribunal Supremo que debería haberse interpuesto el
recurso conforme al anterior texto de la Ley de Enjuiciamiento
Civil en virtud de la interpretación que la propia Sala Primera del
Tribunal Supremo ha venido haciendo de las disposiciones transi­
torias primera y segunda de la Ley 34,11984, es una decisión
razonada y razonable, hecl;1.a por el órgano competente para ello, y
sin que tenga relevancia constitucional, la discrepancia sobre la
interpretación, que pueda tener la parte recurrente, como ha
afirmado la reciente sentencia de 20 de junio de 1986 de este
Tribunal. En consecuencia, no constituye violación de derecho a la
tutela judicial efectiva el que el Tribunal Supremo haya realizado
esta interpretación, aun en el caso de que esta pudiera perjudicar
en concreto a la parte recurrente. Puesto que las normas procesales,
cuyo carácter de orden público no puede olvidarse, han de ser

interpretadas con caracter general, y la disposición transitoria
segunda, por razones de seguridad jurídica, sólo puede tener una
lectura unívoca, y, e se entiende, como ha hecho el Tribunal
Supremo, Que todas las fases del recurso de casación han de ser
sometidas a una normativa procesal unitaria, o se entiende, como
defiende el recurrente, que las distintas fases pueden ser sometidas
a una distinta "evaluación según el momento en que cada una de
ellas ,se ~aga. En u':la lectura sistematica de. ambas disposiciones
transItonas, y pomendo el acento en la Idea de instancia el
Tribunal Supremo ha estimado que la -Ler 34/1984, dispone la
primera solución y, por tanda, que el criteno del recurrente en la
elecc,ión de la normativa aplicable, es erróneo y contrario a la
le~hdad. No .puede ~l recurrente, en base a una discrepancia de
cnterio, tratar de imputar a la interpretación contenida en el Auto
del Tribunal Supremo una violación del derecho a su tutela judicial
efectiva: •

Tercero.-Cuestión diferente es la de si, aun habiendo sido
errónea la selecció~ de la normativa aplicable por parte del
~currente, error .no lIl?putable adem~s a su negl~genciao impericia
SIDO a las propIas dificultades de mtell'retacIónde las citadas
disposiciones transitorias, basta la referencia· incorrecta al número
del precepto, aplicable para justificar la fnadmisión del recurso de
ca~c:ión, sobre. todo a_consecuencia de.una Ley de reforma, cuyo
espmtu queda Impregnado por un sentido liberalizador y flexibili~

zador de las propias normas reguladoras del recurso de casación.
El cerrar ,el paso a este recurso par la mención de una distinta

versión de los preceptos correspondientes de 'la Ley de Enjuicia·
miento Civil......puede suponer una marginación evidente de la
aplicación del arto 24.1 de la Constitución que propicia y exige una
interpretación del ordenamiento procesal en el sentido más favora­
ble para la efectividad del derecho a la prestación de justicia. La
inadmisión del recurso por la causa invocada no concuerda con la
aplicación del precepto constitucional y, como el recurrente alega,
el arto 24.1 de la Constitución supone, de acuerdo a lajurispruden­
cia de este Tribunal, que los casos de inadmisibilidad han de ser
intell'retados en un sentido restrictivo (Sentencia de 26. de diciem­
bre de 1984). El derecho a obtener la tutela judicial efectiva de los
jueces y tribunales no puede se obstaculizado mediante la imposi­
ción de formalismos enervantes o acu<iiendo interpretaciones o
aplicaciones de reglas Que disciplinan los requisitos y formas de las
fases procesales en sentidos que, aunque puedan parecer acomoda­
dos al tenor literal del texto en que se encierra la norma, son
contrarios al espíritu y finalidad de ésta y, desde luego, no ajustados
a una consideración de tales reglas reinterpretadas a la luz del ano
24.1 de la Constitución. Los Jueces y Tribunales para garantizar la
tutela efectiva del ejercicio de los derechos han de prescindir de
aplicar unos formalismos excesivos, sin que la seguridad jurídica se
vea menoscabada por el hecho de que, en ausencia de algún
requisito formal,- el Tribunal lo supere por medio de su interpreta­
ción. Al prevalecer el rigorismo sobre la aplicación del derecho
fundamental, es claro que se desconoce el derecho garantizado en
el arto 24.1 de la Constitución, como, respecto al recurso de
casación, han afirmado las Sentencias 17/1985, de 9 de febrero y
57/1985, de 29 de abril.

Teniendo en cuenta la falta de claridad de las disposiciones
transitorias mencionadas, parece escasamente justificado y razona~

ble, sesftn la Sentencia de 20 de junio de 1986, y constituye una
violaCión del derecho a la tutela judicial efectiva el que, en estricta
aplicación de aquéllas, el Tribunal Supremoinadmita un recurso de
casación interpuesto al amparo de la nueva normativa procesal,
cuando tal recurso hubiera podido igualmente admitirse en base al
anterior text<;> de la Ley de Enjuiciamiento Civil, siempre que del
sentido y fundamentación del mismo se pueda deducir, sin
dificultad, su admisibilidad conforme aquel texto, aunque resulta­
sen incumplidos algunos de los reqUisitos meramente forma­
les del mismo y tales defectos formales no obstruyan la tramitación
posterior del recurso o desconozcan las garantías de defensa de la
contraparte. La rigurosa exigencia de unos requisitos formales que
no impone la salvaguardia de las garantías procesales constituye un
exceso formalista constitutivo de una infracción de lo dispuesto en
el arto 24.1 de la Constitución, aun con independencia de las
prescripciones de la legalidad aplicable. '

No corresponde obviamente a este Tribunal entrar en el análisis
concreto de las características de la fonnalización del recurso de
casación, pero es daro que en el presente caso el recurso formali·
zaoo por infracción de nonnas del ordenamiento jurídico, se ha
hecho citando con precisión la norma estimada infringida, como
exigia la Ley de 'Enjuiciamiento Civil anterior a la reforma, aunque
se formule el correspondiente motivo de casación al amparo del
apartado quinto del arto 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
reformado y no al amparo del ordinal del arto 1.692 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil en su redacción anterior. Y aunque no se
mencione en el encabezamiento de los motivos del recurso, en que
concepto (violación, interpretación errónea o aplicación indebida)
se entienden vulneradas las normas legales presuntamente infringi-
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. das siempre que el vicio que se imputa se deduzca en globalidad de
la fundamentación argumentada de cada uno de los motivos
basados en la infracción de Ley, en este-caso se hace al señalarse
con precisión y claridad que lo. que se imputa a la Sentencia
recurrida es la aplicación indebida (no aplicación en algún caso) de
las nonnas lelJales que se estiman infringidas (art. 1.1 Y57 de la Ley
de ArrendamIentos Urbanos). El recurso de casación fundado en el
artículo 1.692.4.° de la Ley de Enjuiciamiento Civil ya reformada.
relativo al error en la apreciación de la prueba. basado en el
documento que obra en autos, 'podría ser admisible siempre que se
tratase de documentos auténucos, como- exigía el número 7 del
mismo arto 1.692. en su redacción anterior, -que es la aplicada al
presente recurso, si se tiene en cuenta además que, en el propio
recurso se cita el 1.692.4.° de la- vi~ente redacción de la Ley oe
Enjuiciamiento Civil ~en su condicIón de sucesor, apartado sép.­
timo del antiguo arto 1.692». A primera vista, aunque es un juicio
que corresponde hacer al Tribunal Supremo, el recurso de_casación·
-podría haber sido perfectamente admisible en virtud del texto
anterior de la Ley de Enjuiciamiento Civil aplicable de acuerdo a

.Ia opinión del Tribunal Supremo, sin más que modificar los
orc1inales del 8rt. 1.692, en que se funda cada motivo (siempre que
el Tribunal Supremo apreCIe carácter de auténticos de-los docu­
mentos incluidos en el motivo primero). Al haberse expresado el
concepto en que se consideran infringidos los preceptos legales
sustantivos que el recurrente estimaba aplicables al caso, no parece
que la admisión del recurso y su posterior tramitación por la Ley
de Enjuiciamiento Civil anterior a la reforma, pudiere distorsionar
el sentido y los limites de la casación civil e impidiese u
obstaculizara la sucesiva realización de las secuencias procesales o
mermase las garantías de defensa de la contraparte.

Por estas razones, el Auto del Tribunal Supremo ha incunido
en un excesivo formalismo procesal y, corresponde al derecho a la
tutela judicial efectiva el que el Tribunal Supremo, sin prejuzgarse
aquí el fondo de la cuestión, enjuicie las posibilidades de admisión
del recurso, al margen de los defectos formales que pue1ien resultar

Advertidos errores en el texto de las Sentencias del Tribunal
Constitucional publicadas..en el suplemento al «Boletín Oficial del
EstadO) núm. 159, de 4 de julio de 1986., se trapscriben a
continuación I,as oportunas rectificaciones:

En la página 3, primera 'Columna, párrafo 1, línea 7, donde dice:
«vasco», debe decir: «vascos». ,

En la página 3, segunda columna, párrafo 1, linea 5, donde dice:
«debef», debe decir: «debe».

En la página 6, segunda columna, párrafo 2, línea 10, donde
dice: «~ujaID); debe decir: «surjan».

En la página 6, segunda columna, párrafo 4, línea 2, donde dice:
«concedías», debe decir: «concedidas». _

En la página 7, primera columna, párrafo 7,línea 6, donde dice:
«sistema de la SeguridaID), debe decir: «sistemas de seguridad».

En la página 9, primera columna, párrafo lO, línea 13, donde
dice: «excepc ión», debe decir: «excepción».

En la página la, primera columna, párrafo 6, línea 6, donde
dice: «cuasándole». debe deCir: «causándole». -

En la página 10, segunda columna, párrafo 4, línea 11, donde
dice: «juicio.», debe decir: «juicio». (Poner punto detrás de las
comillas).

En la página 10, segunda columna, párrafo 8, línea 9, donde
dice: «ex silentio», debe decir: «ex silentío». (Cerrar comillas y
punto). '

En la página 13, primera columna, párrafo 2, línea 3, donde
dice: «cuestil1)), debe decir: «cuestióm).·

En la página' 13, primera columna, párrafo S, línea 1O, donde
dice: «Trinbunal», debe decir: «Tribuna}».

En la página 15, segunda columna, párrafo último, línea 7,
donde dice: «elos», debe decir: «ellos».

En la pAgina 16, primera columna, párrafo S, línea 6,. donde
dice: «han pronunciado», debe decir: «ha pronunciado»,

. En la página 16, segunda col1:lmna, párrafo 13, línea 3, donde
dIce: «cono causa», debe decir: «como causa».

En la página 16, segunda columna. párrafo 14, línea 1, donde
dice: «por providencia», debe decir: «por Providencia».

En la página 16. segunda columna, párrafo 14, línea 4. donde
dice: «de los articulo», debe decir: «de los artículos».

.-
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de la cita incorrecta de los artículos de la Ley de Enjuiciamiento­
Civil. Al no haberlo hecho así el Auto impugnado, que ha realizado
una aplicación estricta y excesivamente formalista de la causa legal
de inadmisión que, en relación con el arto 1.720 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, establece el 3rt. 1.729.4.° de la misma Ley,
vulneró el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva del
recurrente al que es preciso otorgarle el amparo que solicita.,

En la página 17, primera columna, párrafo 1. línea 12, donde
dice: «de a citada», debe decir «de la citada».

En la página 17, segunda columna, párrafo -2, línea 4, donde
dice: «en deredho», debe decir: «en derecho». r

En la página 17, segunda columna, párrafo 6, línea 10, donde
dice: «ha basada», debe decir: «ha basado».

En la página 19, primera columna, párrafo 4, línea 3, donde
dice: «El punto de visto~, debe decir: «el punto de vista».

En la página 19, segunda columna, párrafo último, línea 14;
donde dice: ~«consistentes», debe decir: «consistente».

En la página 21, se~unda columna, párrafo 4, línea 24, dqnde
dice: «el Estado, aprmumándose», debe decir: «El Estado, aproxi­
mándolo».

En la página 22, segunda columna, párrafo 7, línea 1, donde
dice: «23 de marzo de 1986», debe-decir: «23 de marzo de 1983».

En la página 23, primera columna, párrafo 2, línea 14, donde
dice: «El formato»._debe decir: ~(el fomento».

En la página 23, segunda columna, párrafo 1, línea 29, donde
dice: «suu competencias», debe decir: «sus competencias».

.'En la página 24, primera columna, párrafo 1, línea 4, donde
dice: «zonas nomolingües», debe decir: «zonas monolingües».

En la página 24, primera columna, párrafo 1, Unea 6. donde
dice: «territorialización nomolingüe», debe decir: «territorializa­
ción monolingüe».

En la página 26, segunda columna, párrafo 3, línea 11, donde
dice: «públicas, esta!», debe decir. «publicas estata!»,

En la página 27,. primera columna, párrafo 2, línea 8, donde
dice: «a los ciudadano», debe decir: ~<a los ciudadanos».

En la página 29, primera columna, párrafo 5, línea 7, donde
dice: «arts. del EAC», debe decir: «arts. 33.2 del EAC).

En la página 29, segunda columna, párrafo 4, línea 5, donde
dice: «del derechO), debe decir: «de derecho».

En la página 32, primera columna, párrafo 5, línea 4, donde
dice: «de 15 de junio», debe decir: «de 15 de junio de 1983».

En la página 32. primera columna, párrafo 6, línea 4, donde
dice: «de 15 de junio», debe decir: «de 15 de junio de 1983».
. En la página 32, segunda columna, párrafo 4, línea 15, donde
dice: «1a exc1usiva», debe decir: «su exc1usiva».

En la página 33, primera columna, párrafo S, línea 13, donde
dice: (<Tribunal Constituciona», debe decir: «Tlibunal Constitucio­
na}» .

. En la página 33, segunda columna, párrafo 2, línea 3, donde
dice: «(cualquera», debe decir: «cualquiera».

En la página 33, segunda columna. párrafo 5, linea 6, donde
dice: «la competencia relativa», debe decir: «competencia exclusiva
relativa».

FALLO

En atención a todo loexpuesto,-el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD OU¡¡' LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA, .

J'{a decidido:

Otorgar el aml?aro solicitado por el Centro ",-sturiapo de Madrid _
y, en consecuenCIa: .

Primero.-Anular el Auto de la Sala Primera. de lo Civil del
Tribunal Supremo de 30 de abril de 1985.

Segundo.-Reconocer a los recurrentes su derecho fundamental
a una tutela judicial efectiva.

Tercero.-Retrotraer las actuaciones en el correspondiente
recurso al momento procesal. inmediatamente anterior al Auto
anulado, para que el Tribunal Supremo puede verifkar, al margen
de ·Ia cita concreta del precept<,> correspondiente,. si el recurso
cumple los requisitos adecuados de admisibilidad. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado»..

Dada en Madrid, a dieciseis de julio de mil novecientos ochenta
y seis.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LIo­
rente.-Luis Diez-Picazo y Porrce de León.-Antonio Troyol
Serra.-Eugenio Oíaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

CORRECC/ON de errores en el texto de las Senten­
cias del Tribunal Constitucional _publicadas en el
suplemento al «BoleUn Oficial del Estado;; núm. 159,
de fecha 4 de julio de 1986. "
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